En la ciudad de Mar del Plata, a los 13 días del mes de abril del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-1833-MP1 “FUMARONI MARIO HUGO c. MINISTERIO DE ECONOMIA s. AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata dictó sentencia declarando la improcedencia de la acción de amparo incoada por el Sr. Mario Hugo Fumaroni por la que perseguía la declaración de inconstitucionalidad de la ley 13.850 –modificatoria de los arts. 182 y 183 del Código Fiscal- y de las resoluciones administrativas N° 111/08; 125/08; 133/09 y ccdtes. dictadas en consecuencia. Allí impuso las costas a la actora en su carácter de vencida y reguló los honorarios de la Dra. Carolina Distefano –letrada patrocinante del actor- en la suma de pesos UN MIL OCHOCIENTOS VEINTE ($ 1.820,=) y de la Dra. Karina Elcoaz –letrada apoderada de la demandada- en la suma de pesos DOS MIL DOSCIENTOS ($ 2.200,=), con más los aportes previsionales de ley (arts. 16 y 49 de la ley 8904; 12 inc. a) y 16 de la ley 6716) [cfr. fs. 289/294].

II. El actor fue notificado de la mentada sentencia el 12-08-2009, presentando en su contra y de forma fundada recurso de apelación el 18-08-2009. Allí se agravia del rechazo de la acción, la imposición de costas y la regulación de honorarios practicada por el a quo [cfr. cédula de fs. 296 y escrito de fs. 297/314].

El juez de grado lo tuvo por presentado en tiempo y forma, concediendo el recurso con efecto devolutivo y confiriendo traslado a la contraparte por el término de tres (3) días (arts. 16 y 17 de la ley 13.928) [v. fs. 315].

III. El 24-02-2010 la letrada apoderada de la Fiscalía de Estado, notificada el 18-02-2010 [cfr. cédula de fs. 316] presentó la réplica del memorial de agravios el 24-02-2010 [cfr. fs. 317/321].

Con fecha 26-02-2010 el magistrado de la instancia proveyó la presentación teniéndola por realizada en tiempo y forma. En el mismo auto advirtió que había omitido conceder el recurso de apelación interpuesto contra la regulación de honorarios, haciéndolo en ese acto [art. 57 del decreto ley 8904/77]. Finalmente ordenó la elevación de la causa a esta Alzada.

IV. Recibidas las actuaciones en este Tribunal [v. fs. 322 vta.] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia [cfr. fs. 323], corresponde plantear la siguiente:

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación de fs. 297/314?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. Conforme los términos expresados por el Sr. Fumaroni en su escrito de inicio y a tenor del anticipo por Impuestos a los Ingresos Brutos liquidado por la Administración mediante el sistema de ARBANet para el período 02/2009, la acción de amparo fue promovida con el objeto de obtener la declaración de inconstitucionalidad de la ley 13.850 y de las Resoluciones Administrativas N° 111/2008; 125/2008, 133/2009 y ccdtes. dictadas en consecuencia.

Aunque con una redacción un tanto farragosa, el actor fundó su petición en que: 1) el nuevo sistema de liquidación de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos (ARBANet) no prevé la posibilidad de que el contribuyente recalcule, en menos o en más, la determinación que realiza la Administración; 2) la reforma legislativa ha desnaturalizado el régimen de anticipos, desde que éste debe estar vinculado al impuesto por el cual se genera; 3) las liquidaciones que emite el sistema no describen que información fue utilizada para determinar el anticipo, la alícuota que fue aplicada y el código de actividad que corresponde; 4) si la declaración jurada anual arroja una suma a favor del contribuyente, ésta no puede compensarse con anticipos futuros o con otros impuestos, sino que debe iniciarse la acción de repetición, impidiéndose así el recupero de las ingresos exigidos erróneamente; 5) la nueva normativa no acerca al contribuyente una herramienta para impugnar la determinación realizada por la Administración y/o presentar un descargo; permitiendo sólo la manifestación de disconformidad a través del sitio web habilitado; 6) la ley 13.850 ha delegado en el Poder Ejecutivo la determinación del quantum de la deuda, violentando con ello el art. 45 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires que indica que la afectación del derecho de propiedad de los contribuyentes atañe con exclusividad al Poder Legislativo; recuerda también que el Poder Ejecutivo –en materia tributaria- tiene facultades limitadas a la recaudación e inversión de la renta [art. 144 inc. 9° de la Carta Magna provincial].

En su escrito postulatorio el amparista también intenta ilustrar las deficiencias que –a su criterio- tendría el nuevo sistema de liquidación a través de la confrontación de la liquidación practicada por A.R.B.A. para el anticipo 02/2009 [acompañado en copia a fs. 117] con los métodos de cálculos indicados en la Resolución Normativa N° 111/08 –arts. 2, 5, 6 y 18-, concluyendo que mediante la utilización de aquéllos, no se llega en ningún caso a la suma que fuera liquidada por la Administración.

2. Así, luego de reseñar los hechos y el derecho expuestos en la demanda y lo blandido por el Ministerio de Economía en su réplica, el a quo analizó si en autos se encontraban reunidos los requisitos señalados por el art. 20 inc. 2° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y el art. 1 de la ley 13.928 para la procedencia de la acción.

Por este camino, indicó que para tener por configurada la arbitrariedad o ilegalidad de modo manifiesto, debe advertirse de forma patente, inequívoca, notoria, prima facie, la ausencia del mínimo sustento jurídico en la actuación u omisión.

Con ello sentado, sintetizó los “… comportamientos estatales frente a los cuales se alza el amparista, a saber: a) artículos 182 y 183 del Código Fiscal –texto según ley 13.850-; b) Resolución Normativa n° 111/2008; c) el resultado del monto que la autoridad de aplicación liquidó mediante el procedimiento de ARBANET como anticipo a cuenta del período 02/2009…”, analizando de modo individual cada uno de ellos.

a) Su primer apartado lo dedicó a abordar el planteo de inconstitucionalidad del art. 183 –modificado por la ley 13.850-. Señaló que si el legislador provincial puede establecer el régimen de determinación, fiscalización y percepción de todos los tributos provinciales, la sanción de la ley 13.850 –en cuanto incorporó la posibilidad de liquidar administrativamente los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos- no parecía inconstitucional.

Asimismo, indicó que al tratarse de pagos a cuenta sujetos al resultado de la declaración jurada anual, no advertía de qué forma el nuevo sistema afectaba derechos constitucionales.

b) Acometió luego el planteo de inconstitucionalidad de la Resolución Normativa N° 111/08 manifestando que el propio legislador había otorgado a la Autoridad de Aplicación la facultad de determinar la forma en que se liquidarían los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y sus fechas de vencimiento, por lo que las decisiones que la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires adoptara mediante la emisión de la resolución impugnada no trasvasaba la esfera de su competencia.

c) Descartado el planteo constitucional instado por el Sr. Fumaroni, se adentró en el análisis del cuestionamiento de la liquidación practicada por el Fisco por el anticipo 02/2009.

Subrayó que para verificar la imputación del amparista respecto a la liquidación en exceso se requería de una actividad cognoscitiva y probatoria que excedía los parámetros del amparo.

Concluyó que la arbitrariedad denunciada no aparecía de modo manifiesto, circunstancia que imponía el rechazo de la acción.

Adhirió a todo lo dicho que la imposibilidad de cuestionar la liquidación del anticipo no genera el agravio constitucional planteado por el actor, toda vez que –más allá de la respuesta que reciba del sistema ARBANet- podrán canalizarse sus reclamos ante el organismo recaudador.

3. Para rebatir los argumentos expresados por el juez, el actor en su libelo esgrime básicamente que: i) la exigencia de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos superiores a lo que por la obligación principal debieran cancelarse violenta el principio de legalidad; ii) el Código Fiscal establece la determinación sobre base presunta como método de liquidación subsidiario a la determinación sobre base cierta, de modo que el nuevo sistema de cálculo de anticipos rompe tal principio; iii) al adherirse a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, la Provincia de Buenos Aires limitó sus facultades impositivas, comprometiéndose a que el Impuesto sobre los Ingresos Brutos sería de período anual y sus anticipos se liquidarían sobre base cierta; iv) el nuevo sistema determinativo impide al contribuyente conocer la base imponible del anticipo, así como también impugnar el cálculo efectuado por la Administración, violándose con ello los derechos de defensa y de legalidad; v) de acuerdo a la metodología de cálculo de ARBANet se engloban en la base imponible conceptos totalmente extraños a ella y al hecho imponible de la gabela, violentándose así el principio de reserva de ley; vi) la nueva mecánica de determinación de anticipos instituye una suerte de empréstito forzoso por cuanto impide al contribuyente utilizar los saldos a favor que podría arrojar la liquidación final del tributo.

En el último acápite de su memorial el actor solicita la modificación de la imposición de las costas, afirmando que éstas deberían aplicarse en el orden causado al tratarse de una cuestión dudosa de derecho. A su criterio las diversas interpretaciones doctrinarias y jurisprudenciales, así como la reciente decisión de la Administración de no aplicar el sistema de liquidación a los profesionales del derecho merced la decisión judicial incoada por el Colegio Profesional, demuestran que el tema es harto complejo.

Asimismo, se agravia de la regulación de honorarios practicada por considerarla alta.

Ad eventum plantea y funda el caso federal [art. 14 de la ley 48].

Solicita que oportunamente se revoque la sentencia apelada y se acoja la pretensión incoada con costas a la actora.
4. En la réplica del memorial de agravios, la apoderada fiscal recuerda que en autos existe un valladar formal para la procedencia de la acción, cuál es la improcedencia de la vía.

Apoyándose en el texto del art. 20 inc. 2° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires indica que la acción de amparo no procede contra leyes. Enlaza a ello antecedentes jurisprudenciales.

Refleja que el accionante se disconforma con las prescripciones de una normativa de carácter general –ley 13.850 y Resolución Normativa N° 111/2008- solicitando mediante el trámite expedito y rápido del amparo la declaración de inconstitucionalidad de diversos aspectos de la reforma implementada por las mentadas normas.

A su razonar, la cuestión planteada debe ventilarse a través de la acción originaria de inconstitucionalidad prevista en el art. 161 inc. 1° de la Constitución Provincial y regulada en los arts. 683 y ccdtes. del C.P.C.C.

Acota que la Corte Suprema de la Nación, después de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, ha seguido sosteniendo que no deben alterarse las jurisdicciones vigentes si no existe potencialmente la amenaza de un mal grave e irreparable.

En otro apartado, destaca que las restricciones que implican las medidas reguladas en la Resolución Normativa N° 111/08 son proporcionadas al interés general perseguido, sin violar derechos ni principios constitucionales, sino que más bien los limitan de forma razonable.

Finalmente –y de forma subsidiaria- arguye que el planteo de inconstitucionalidad de la ley 13.850 es improcedente, ya que tal petición debería justificarse con prueba puntual acerca de su irrazonabilidad, no bastando con la mera disconformidad con su contenido. Enlaza a su afirmación antecedentes de la Suprema Corte de Justicia provincial que estima atinentes.

Solicita, por las razones expuestas, que se rechace el recurso de apelación intentado por el actor.
II. A tenor de la diversidad de cuestiones propuestas por el recurrente en su memorial de agravios, estimo de buen orden procesal tratar cada una de ellas por separado. En tal camino, primeramente analizaré si el rechazo de la acción de amparo decidida por el juzgador de grado se ajusta o no a derecho; seguidamente –y de resultar afirmativa la primera cuestión- si la imposición de costas debe mantenerse; y finalmente revisaré la regulación de honorarios practicada en primera instancia.

1. En torno al planteo sustancial, el recurso no merece estima.

a. Liminarmente, señalo que la emisión de la Resolución Normativa N° 62/09 ha vaciado de contenido el cuestionamiento constitucional que de la ley 13.850 y de la Resolución Normativa N° 111/08 efectuara el amparista fundado en el hecho que el nuevo modo de liquidación de los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no permitía impugnar la liquidación practicada por la Administración; que se desconocía la información utilizada por aquélla para liquidar el anticipo y que no se permitía la compensación de saldos a favor (cfr. doct. esta Alzada, causa A-1729-MP0 “Fraquelli”, sent. de 2-III-2010).

La entrada en vigencia de la mentada Resolución [1 de setiembre de 2009] ha habilitado el régimen opcional de adecuación de anticipos, que permite que los contribuyentes que consideren que la liquidación practicada por la Administración resulte superior o inferior al importe estimado de la obligación del período fiscal al cual deba imputarse dicha suma, opten por efectuar el pago del dicho anticipo por un monto equivalente al resultante de la adecuación que el administrado practique en la aplicación informática puesta a disposición por la Administración [cfr. arts. 21 y 22 de la Resolución Normativa N° 111/08, incorporado por la señalada Resolución Normativa N° 62/2009]. Frente a la modificación de la liquidación, la normativa establece –también- que el contribuyente deberá informar -con carácter de declaración jurada- una serie de datos correspondiente a ingresos, retenciones y percepciones.

Tales recaudos -de un lado- impiden que en la actualidad el contribuyente deba ingresar un monto superior al que -conforme su actividad mensual- adeude y –de otro- posibilita que la Administración cuente con información proporcionada por el propio contribuyente para realizar las futuras liquidaciones de anticipos.

Aunque pudiera entonces mantenerse la denunciada imposibilidad de conocer los parámetros que el Fisco utiliza para liquidar el anticipo mediante el sistema ARBANet, el contribuyente se encuentra habilitado para modificar el importe exigido y declarar e ingresar la suma que, conforme su razonar, se corresponde con la magnitud del hecho imponible realizado en el cada período, todo ello, sin perjuicio de su posterior verificación por parte del Ente Recaudador.

Consecuentemente, el cambio normativo ha modificado la situación que dio origen al reclamo constitucional, pues al incorporarse un régimen de adecuación de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos liquidados vía ARBANet, el conflicto que sustentó el presente pedimento jurisdiccional ha perdido actualidad.

Sobre el punto he de destacar que resulta necesario, para que la acción de amparo sea admisible, que la lesión o amenaza a un derecho resulte actual, es decir, que debe tener vigencia no sólo al iniciarse la acción sino que debe mantenerla al momento de sentenciar (cfr. doctr. S.C.B.A. causa B 64.357 “Albarracín”, sent. de 3-III-2010). Así lo ha establecido reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ha puntualizado que las decisiones en materia de amparo deben atender a la situación fáctica existente al momento de resolver (Fallos 300:844), teniendo en cuenta no sólo los factores iniciales sino también los sobrevinientes, sean agravantes o no, que resulten de las actuaciones producidas (Fallos 304:1020).

b. Y tal razonamiento no se ve desmerecido por lo predicado por el actor en su libelo recursivo relativo a que: (i) el nuevo sistema de liquidación de los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos violaría las pautas de determinación que -a su criterio- se establecen en la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos; (ii) tal reforma significaría la transformación del instituto del mentado anticipo en una suerte de empréstito forzoso para los contribuyentes y; (iii) en la nueva metodología de cálculo de los anticipos se estarían englobando conceptos extraños a la base imponible de la gabela. Es que todos estos argumentos fueron recién introducidos en el memorial de agravios y por ende, constituyen fruto de una reflexión tardía, inhábiles para sustentar el recurso de apelación deducido [cfr. doct. C.S.J.N., Fallos 306:111; 307:770; 311:2247; 321:1052; doct. S.C.B.A. causas C. 91.581, sent. de 27-II-2008; L. 87.991, sent. de 12-XII-2007; L. 84.142, sent. de 28-XII-2005], no pudiendo ser válidamente introducidas, ni menos aún valoradas, en esta instancia del proceso [argto. doct. esta Cámara causas G-399-D01 “García”, sent. de 28-II-2009; C-1380-MP1 “Castro” sent. del 13-VIII-2009; C-1434-DO1 “Suescun”, sent. de 25-II-2010, entre otras], al no haber sido llevados previamente a consideración del tribunal a quo.

c. Si bien lo expresado hasta aquí permite sellar la suerte adversa de la acción en tanto el sistema de liquidación de anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos reglamentada por la Resolución N° 111/08 -a la luz de la reforma realizada por la Resolución Normativa N° 62/09- prima facie no presenta ninguna de las deficiencias imputadas por el actor en su escrito de demanda –y mantenidas en esta instancia-, no paso por alto que, con el fin de demostrar la existencia de un acto arbitrario o ilegítimo por parte de la Administración, el contribuyente acompañó la liquidación del anticipo 02/2009 practicada por A.R.B.A., determinación que no ha sido alcanzada por el régimen de adecuación de anticipos. Empero –adelanto- tampoco esto modifica la solución propugnada.

Es que, de la constancia de liquidación que el actor acompañara a fs. 117 surge que ésta no ha sido cancelada, y de acuerdo al calendario fiscal informado por la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires, a la fecha el contribuyente cuenta con la posibilidad de presentar la declaración jurada anual del período 2009, pudiendo allí declarar e ingresar la suma que, conforme su entendimiento, se corresponde con la magnitud del hecho imponible realizado en el período.

c. Por las razones esgrimidas, entiendo que el rechazo de la acción de amparo incoada por el Sr. Fumaroni debe mantenerse en esta instancia.

2. Me abocaré ahora al tratamiento del segundo agravio traído por el actor y referido a la imposición de costas.

En la especie no encuentro razones para modificar lo decidido en el pronunciamiento de grado.

El art. 19 de la ley 13.928, que regula la materia en la órbita de la acción constitucional (cfr. argto. doct. S.C.B.A. causa Ac. 94.535 “Schenone”, sent. de 22-III-2006), en consonancia con la regla general contenida en el art. 68 del C.P.C.C., establece el principio general de costas al vencido (cfr. doct. esta Cámara causas A-417-MP0 “Lavie López”, sent. de 8-V-2008; A-1629-MP0 “Divita”, sent. de 18-III-2010).

El hecho objetivo de la derrota, resulta entonces, el fundamento en el que se apoya el principio general de imposición de costas en el amparo (cfr. doct. esta Cámara causa A-670-MP0 “Lavignolle”, sent. de 28-VIII-2008, entre otras), el que cede ante el supuesto normativamente tasado en el mentado régimen legal del remedio constitucional y que, en la especie, no le es aplicable al perdidoso.

Y si bien el actor ha alegado que la especie se trata de una cuestión dudosa de derecho a tenor de los diferentes criterios jurisprudenciales y doctrinarios, no es menos cierto que tales juicios encontrados no han sido siquiera mencionados en la demanda y que en la presentación de fs. 281/288 sólo se ha informado acerca de la existencia de un proyecto de pedido de informe a la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires sobre aspectos de la Resolución Normativa N° 111/08 que estaría instando la Cámara de Diputados Provincial, sin que con ello se demuestre –por fuera de la apreciación personal del actor- que la cuestión litigiosa presentara –al momento de interponer la demanda- un grado de complejidad o controversia que ahora permita apartarse –por excepción- del principio que rige las costas en el amparo.

3. Finalmente, debo revisar si la regulación de honorarios practicada a favor de la Dra. Karina Elcoaz en la suma de pesos DOS MIL DOSCIENTOS ($ 2.200,=).

En este camino, debe señalarse que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Fallos 329:4447 ha restado contenido patrimonial a la acción de amparo cuando por ella se persigue la cesación del menoscabo o violación de un derecho constitucional.

Bajo tales pautas, la tarea revisora debe efectuarse teniendo en cuenta la escala prevista en el art. 49 del decreto ley 8904/77 y los parámetros establecidos en los arts. 14 –carácter con que actuó la letrada- y 16 –motivo del pleito, desarrollo del proceso y resultado de la contienda- del mentado cuerpo normativo. Así, ponderando que en la especie al responder la demanda, la Dra. Elcoaz –actuando como letrada apoderada del demandado- planteó puntualmente que en la especie no existía arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como también que la ley 13.850 no era inconstitucional [v. fs. 234 vta./237], argumentos que fueron considerados por el a quo a tenor del relato efectuado a fs. 290/291 vta., los estipendios fijados en primera instancia, que apenas exceden el mínimo legal, lucen ajustados a derecho.

III. De acuerdo a lo expuesto a lo largo de mi voto, he de proponer al Acuerdo rechazar el recurso de apelación presentado por el actor y confirmar –en consecuencia- lo decidido por el juez de grado a fs. 289/294. Las costas de esta instancia debería imponerse al actor en su calidad de vencido (art. 19 de la ley 13.928).

Voto por la negativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Mora, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli votan a la cuestión por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el actor a fs. 397/314, confirmando lo decidido por el juez de grado a fs. 289/294. Las costas de esta instancia se imponen al actor en su calidad de vencido (art. 19 de la ley 13.928).

2. Por los trabajos realizados ante esta Alzada, estése a la regulación de honorarios que por separado se practica.

Regístrese, notifíquese y, por Secretaría, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa – Secretaria.
